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El maltrato institucional hacia las personas mayores 
constituye una de las formas menos visibles de vulnera-
ción de derechos humanos. Se presenta, en la mayoría 
de los casos, a través de prácticas cotidianas en institu-
ciones de cuidado –geriátricos, hospitales o centros de 
salud– que no siempre son identificadas como situaciones 
de violencia. 

Su naturalización contribuye a su persistencia, en tanto 
dichas prácticas suelen integrarse al funcionamiento habi-
tual de las instituciones sin ser problematizadas.

En este marco, la invisibilidad del fenómeno no impli-
ca su menor gravedad, sino, por el contrario, una mayor 
dificultad para su detección y abordaje. Muchas de estas 
situaciones se desarrollan en contextos de encierro o de-
pendencia, donde las personas mayores ven limitada su 
capacidad de reclamo o de acceso a mecanismos de pro-
tección efectivos.

A ello se suma la existencia de ciertas creencias com-
partidas por parte de la sociedad, que tienden a minimizar 
o justificar ciertas prácticas bajo la idea de cuidado o pro-
tección.

La incorporación de la Convención Interamericana so-
bre la Protección de los Derechos Humanos de las Per-
sonas Mayores al derecho interno argentino implicó un 
cambio relevante en el abordaje jurídico de la vejez. El 
instrumento reconoce a las personas mayores como su-
jetos de derecho y establece principios como dignidad, 
autonomía e independencia (art. 3), que resultan centrales 
en contextos de institucionalización. Este reconocimiento 
supone un desplazamiento desde modelos asistencialistas 
hacia un enfoque basado en derechos humanos.

Asimismo, la Convención impone a los Estados la 
obligación de adoptar medidas para prevenir, sancionar 
y erradicar toda forma de violencia contra las personas 
mayores (art. 9). Se trata de un deber operativo, que exige 
mecanismos de control, supervisión y respuesta efecti-
va frente a situaciones de vulneración. En este sentido, 

la responsabilidad estatal no se limita a la abstención de 
conductas lesivas, sino que incluye la adopción de accio-
nes positivas orientadas a garantizar condiciones adecua-
das de cuidado.

El maltrato institucional puede definirse como toda ac-
ción u omisión atribuible a una institución o a su personal 
que implique la afectación de derechos fundamentales. 
Comprende tanto conductas activas como omisiones: ne-
gligencia en la atención, abandono, demoras injustifica-
das, falta de cuidados adecuados o trato despersonalizado. 
Estas prácticas pueden manifestarse de manera aislada o 
sistemática, y su impacto se ve agravado por la situación 
de vulnerabilidad en la que suelen encontrarse las perso-
nas mayores institucionalizadas.

Cabe destacar que no siempre se trata de conductas 
intencionales. En numerosos casos, el maltrato se vincula 
con deficiencias estructurales, tales como la falta de recur-
sos, la insuficiente capacitación del personal o la ausencia 
de protocolos adecuados. Sin embargo, ello no excluye 
su relevancia jurídica, en tanto el resultado implica igual-
mente una afectación de derechos fundamentales.

El Código Civil y Comercial de la Nación Argentina 
refuerza este marco al establecer la interpretación con-
forme a los tratados de derechos humanos (art. 1) y al 
reconocer derechos personalísimos vinculados con la dig-
nidad, la integridad y la autonomía (arts. 51 y ss.). En el 
ámbito institucional, estos principios adquieren especial 
densidad normativa, en tanto operan como parámetros pa-
ra evaluar la legalidad de las prácticas de cuidado.

En este contexto, la institucionalización en una resi-
dencia de larga estadía no puede ser entendida como un 
espacio de restricción generalizada de derechos, sino co-
mo un ámbito en el que estos deben ser garantizados de 
manera efectiva. La dignidad de la persona mayor no se 
ve disminuida por su situación de dependencia, sino que 
exige, por el contrario, una protección reforzada.

La Ley 26.657 de Salud Mental introduce, por su parte, 
el carácter excepcional de la internación y su duración 
limitada. Si bien no se dirige exclusivamente a personas 
mayores, su criterio restrictivo resulta aplicable a supues-
tos de institucionalización prolongada sin justificación su-
ficiente. Este enfoque permite cuestionar prácticas arrai-
gadas que tienden a perpetuar internaciones innecesarias 
o carentes de revisión periódica.

En el plano jurisprudencial, la Corte Suprema de Jus-
ticia de la Nación Argentina ha sostenido el carácter 
operativo del derecho a la salud, en tanto derivación del 
derecho a la vida y a la dignidad. En tal sentido, ha se-
ñalado que las obligaciones estatales y de los prestadores 
no pueden reducirse a declaraciones formales, sino que 
requieren cumplimiento efectivo(1). Este criterio resulta 
especialmente relevante en contextos institucionales, don-
de la prestación de servicios de salud adquiere un carácter 
continuo.

En la misma línea, el Tribunal ha considerado que la 
falta de cobertura o la demora injustificada en la atención 
médica puede configurar una afectación directa de dere-
chos fundamentales, habilitando la intervención judicial 
urgente(2). Estos precedentes refuerzan la exigibilidad in-
mediata de los derechos involucrados.

En materia de institucionalización de personas mayo-
res, la jurisprudencia ha comenzado a receptar estándares 
derivados de la Convención Interamericana. Se ha enten-
dido que los establecimientos de cuidado deben garantizar 
condiciones compatibles con la dignidad humana, evitan-
do prácticas de aislamiento, despersonalización o restric-
ciones indebidas a la autonomía(3). Este tipo de decisiones 
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contribuye a consolidar un cambio de paradigma en el 
tratamiento jurídico de la vejez.

Frente a este tipo de situaciones, la acción de amparo 
prevista en la Ley 16.986 constituye una vía idónea de 
tutela urgente. Su procedencia se vincula con la necesidad 
de respuesta inmediata ante la afectación actual o inmi-
nente de derechos fundamentales en contextos de vulne-
rabilidad. Su utilización en estos casos permite sortear las 
limitaciones de los procesos ordinarios, que muchas veces 
resultan incompatibles con la urgencia de la situación.

En igual sentido, las medidas cautelares cumplen un 
rol relevante en la protección de condiciones mínimas de 
cuidado, especialmente cuando se encuentra comprometi-
da la integridad o la salud de la persona. La posibilidad de 
adoptar decisiones provisorias con rapidez constituye una 
herramienta fundamental para evitar daños irreparables.

Pese al desarrollo normativo existente, persiste una 
brecha entre el reconocimiento formal de derechos y su 
efectiva implementación. La ausencia de controles sufi-
cientes, las deficiencias en la supervisión institucional y 
la falta de capacitación adecuada del personal constitu-
yen factores que inciden en la continuidad de prácticas de 
maltrato. Esta brecha evidencia la necesidad de fortalecer 
los mecanismos de monitoreo y rendición de cuentas.

Asimismo, persisten representaciones sociales que 
tienden a justificar restricciones a la autonomía de las per-
sonas mayores bajo una lógica asistencial. Dicho enfoque 
resulta incompatible con el modelo de derechos humanos 

adoptado por la Convención, que reconoce la centralidad 
de la voluntad y las preferencias individuales.

En definitiva, el abordaje del maltrato institucional 
requiere la articulación de normas vigentes, control ad-
ministrativo efectivo e intervención judicial oportuna. La 
Convención Interamericana proporciona un marco nor-
mativo claro, cuya eficacia depende de su aplicación con-
creta en los casos en que se encuentran comprometidos 
derechos fundamentales. En este sentido, el desafío no 
radica únicamente en el reconocimiento de derechos, sino 
en su efectiva garantía en la práctica cotidiana de las ins-
tituciones.
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